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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 07
               Febrero 20 de 2013

 


La Corte Constitucional reiteró los requisitos que deben cumplirse al formular el cargo de inconstitucionalidad por omisión legislativa, en particular, la sustentación de la existencia de un deber específico que el constituyente imponga al legislador 
	  I.      EXPEDIENTE D-9209  -   SENTENCIA  C-083/13

           M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez



1.
Norma acusada

LEY 5 DE 1992

(Junio 17)

Por la cual se expide el Reglamento del Congreso; el Senado y la Cámara de Representantes.

ARTÍCULO 197. OBJECIONES PRESIDENCIALES. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Si el gobierno objetare un proyecto de ley, lo devolverá a la Cámara en que tuvo origen. 
Si las Cámaras han entrado en receso, deberá el Presidente de la República publicar el proyecto objetado dentro de los términos constitucionales. 

ARTÍCULO 198. TÉRMINO PARA LA OBJECIÓN. El Gobierno dispondrá de seis (6) días para devolver con objeciones cualquier proyecto, si no consta de más de veinte (20) artículos; de diez (10) días si el proyecto contiene de veintiuno (21) a cincuenta (50) artículos; y hasta de veinte (20) días cuando los artículos sean más de cincuenta (50). 

ARTÍCULO 199. CONTENIDO DE LA OBJECIÓN PRESIDENCIAL. La objeción a un proyecto de ley puede obedecer a razones de inconstitucionalidad o de inconveniencia. 

1o. Si fuere por inconstitucionalidad y las Cámaras insistieren, el proyecto pasará a la Corte Constitucional para que decida sobre su exequibilidad dentro de los seis (6) días siguientes. Este fallo obliga al Presidente a sancionar la ley y a promulgarla. Pero, si se declara inexequible, se archivará el proyecto. 

Si la Corte Constitucional considera que el proyecto es parcialmente inexequible, así lo indicará a la Cámara en que tuvo su origen para que, oído el Ministro del ramo, rehaga o integre las disposiciones afectadas en términos concordantes con el dictamen de la Corte. 

Cumplido este trámite, se remitirá a la Corte el proyecto para su fallo definitivo. 

2o. Si fuere por inconveniencia y las Cámaras insistieren, aprobándolo por mayoría absoluta, el Presidente sancionará el proyecto sin poder presentar nuevas objeciones. 

2.
Decisión

Declararse INHIBIDA para emitir un pronunciamiento de fondo en relación con los artículos 197, 198 y 199 de la Ley 5 de 1992, por ineptitud sustantiva de la demanda. 

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte reafirmó la posibilidad de que una norma legal pueda resultar violatoria de la Constitución, no solo por la oposición que frente a ella pudiera derivarse de su contenido material, sino por la ausencia de mandatos legales que, en desarrollo del texto superior, serían indispensables para realizar la preceptiva constitucional frente a una materia específica. No se trata de una omisión absoluta en la cual el Legislador no ha producido norma alguna en relación con una determinada materia, sino de la que se ha denominado como omisión relativa, como quiera que sí existe desarrollo legislativo vigente, pero imperfecto, por ausencia de un enfoque concreto sobre algún aspecto o aspectos específicos, no obstante el deber constitucional de desarrollarlo o desarrollarlos.
Al mismo tiempo, la Corporación recordó los requisitos específicos que debe cumplir la demanda, cuando se formula el cargo de inconstitucionalidad por omisión legislativa relativa, a saber: (i) la existencia de una norma sobre la cual se predique necesariamente el cargo; (ii) que la misma excluya de sus consecuencias jurídicas aquellos casos que, por ser asimilables, tenían que estar contenidos en el texto normativo cuestionado, o que el precepto omita incluir un ingrediente o condición que, de acuerdo con la Constitución, resulta esencial para armonizar el texto legal con los mandatos de la Carta; (iii) que la exclusión de los casos o ingredientes carezca de un principio de razón suficiente; (iv) que la falta de justificación y objetividad genere para los casos excluidos de la regulación legal una desigualdad negativa frente a los que se encuentran amparados por las consecuencias de la norma; y (v) que la omisión sea el resultado del incumplimiento de un deber específico impuesto por el constituyente al legislador. 
En el presente caso, el Tribunal encontró que si bien el actor señala las normas legales de las cuales predica la presunta omisión legislativa, no logra precisar ni demostrar cuál es el deber constitucional específico incumplido por el legislador al expedir las normas orgánicas que se impugnan, en la medida en que el cargo se sustenta en una interpretación subjetiva carente de suficiencia, pues de los artículos 4º, 113 y 188 de la Constitución no se deriva implícitamente que el Presidente de la República tenga competencia para objetar proyectos de actos legislativos. Además, observó que los artículos demandados que forman parte del Reglamento del Congreso, se limitan a reproducir lo señalado en los artículos 166 y 167 de la Constitución, por lo que no logra establecer por qué, las disposiciones orgánicas acusadas adolecen de una omisión legislativa por contrariar un deber constitucional que no está previsto ni puede deducirse de los citados preceptos de la Carta Política. 

En consecuencia, al no contar la Corte con todos los elementos de juicio para realizar un examen y pronunciamiento de fondo, procedió a inhibirse de emitir un fallo de mérito sobre la omisión legislativa alegada.

4.
Salvamentos y aclaración de voto

Los magistrados  Mauricio González Cuervo, Nilson Pinilla Pinilla y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, se apartaron de la decisión anterior, por considerar que la demanda instaurada contra los artículos 197, 198 y 199 de la Ley 5ª de 1992 cumplía con los requisitos que la ley y la jurisprudencia han exigido para conocer de fondo sobre un cargo de inconstitucionalidad por omisión legislativa. 

A juicio del magistrado González Cuervo, la decisión de inhibirse para fallar de fondo: (i) confunde los criterios de admisibilidad de demandas de inconstitucionalidad, (ii) desconoce precedentes jurisprudenciales en la materia,  (iii) impone al demandante una carga desproporcionada de argumentación, y (iv) desnaturaliza la acción pública de inconstitucionalidad.

Tras reconocerse que el actor señaló las normas legales que incurren en la posible omisión, se cuestiona al demandante por: no haber probado el deber constitucional específico incumplido por el Legislador, y  no haber demandado también otra disposición -art 227 de la Ley 5/92- que podría negar la existencia de la omisión. 

En primer término, la sentencia ha confundido los requisitos para admitir esta demanda de inconstitucionalidad, con las condiciones para declarar la inexequibilidad por omisión de las normas demandadas, desconociendo precedentes de la Corte (C-115/02, C 454/06, entre otras): en efecto, se concluye que los artículos 4 y 113 de la Constitución no establecen deberes de  legislación específicos en defensa del equilibrio de los poderes y de la supremacía de la Constitución, para inadmitir equívocamente la demanda, siendo que tal juicio de interpretación sustantiva de normas constitucionales constituye un fallo de fondo. En segundo lugar, imponer al actor la carga de demandar otra disposición que podría refutar la omisión impugnada, además de absurdo, resulta desproporcionado e irrazonable, pues entraña la exigencia de revisión integral de la totalidad del ordenamiento legal para prevenir la inadmisión. Tales estándares de admisibilidad de las demandas por omisión legislativa, distorsionan la naturaleza pública de la acción de inconstitucionalidad y se erigen en barreras formalistas de acceso a la justicia impropias de un Tribunal Constitucional.
Estos  argumentos fueron compartidos por los magistrados Pinilla Pinillla y Pretelt Chaljub, quienes se apartaron  de la decisión inhibitoria adoptada. 
La magistrada María Victoria Calle Correa anunció la presentación de una aclaración de voto relativa a uno de los fundamentos del fallo inhibitorio respecto del contenido específico de la presunta  omisión legislativa aducida por el demandante. 

